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mentario «la consecución de los fines inherentes a la 
regulación básica» (STC 48/1988, 80/1988, 132/1992, 
179/1992, 329/1993, 194/1995). Excepcionalmente, pues, 
determinados actos de ejecución deberán ser básicos 
cuando, por la naturaleza de la materia, resultan comple-
mento necesario para garantizar la consecución de la 
finalidad objetiva a que responde la competencia estatal 
sobre las bases, como reconoce la propia STC 194/2004 
(FJ 7).

Efectivamente, hay razones que permiten sostener 
que éste que examinamos es uno de esos supuestos, 
dada la importancia, capital, de la norma básica, en 
cuanto que el estricto control del establecimiento de 
infraestructuras permanentes contribuye, de manera fun-
damental, a la preservación del parque, que es objetivo, 
por ser parque «nacional», que al Estado cumple alcanzar; 
y dado que sólo atribuyendo a la Administración del 
Estado la capacidad de autorizar las excepciones a la pro-
hibición se garantiza que tales excepciones, sobre par-
ques que son «nacionales», se aprecien de manera uni-
forme en todo el territorio nacional. Podría, pues, 
razonablemente defenderse, en este caso, que sólo atri-
buyendo, a quien se le reconoce la potestad de prohibir 
(el Estado), el ejercicio de la potestad de excepcionar, se 
salvaguarda la finalidad que la norma básica pretende 
conseguir.

No basta, pues, con la simple remisión a la STC 194/2004 
para fundamentar que la autorización de que estamos 
tratando corresponde a la Comunidad Autónoma, pues de 
la reiterada doctrina constitucional, que aquella Sentencia 
también recoge, sobre la capacidad, excepcional, de inte-
gración en las bases de actos de ejecución, cabría extraer 
razones, como hemos visto, para sostener lo contrario, 
esto es, que aquella competencia debiera ser estatal.

Por ello se hace necesario un esfuerzo argumental 
complementario para fundamentar la competencia auto-
nómica. Y ese refuerzo argumental, que se omite en la 
Sentencia, reside, a mi juicio, en que la potestad de auto-
rizar ha de pertenecer, en este caso, a la Comunidad Autó-
noma en cuanto que su Administración, por ser la que 
tiene encomendada la gestión del parque, resulta la más 
idónea para apreciar el cumplimiento de las condiciones 
sustantivas a que ha de sujetarse la autorización, esto es, 
para constatar, en cada ocasión, lo que sea «necesario» 
para esa gestión y en qué medida esa gestión es la «ade-
cuada».

Son tales razones, y no sólo las que cabe deducir de la 
Sentencia, las que me conducen finalmente a coincidir 
con ella en la afirmación de que es la Comunidad Autó-
noma la competente para otorgar las aludidas autoriza-
ciones.

Ahora bien, una vez aclarada y colmada aquella, a mi 
entender, insuficiencia argumental, y mostrado mi acuerdo, 
pues, con esta conclusión de que la autorización corres-
ponde a la Comunidad Autónoma, debo manifestar tam-
bién que esa escueta declaración de competencia que la 
Sentencia formula me parece igualmente insuficiente.

Téngase en cuenta que la Ley impugnada atribuía la 
potestad de autorización a una Comisión mixta de gestión 
en cuya composición el Estado participaba al 50 por 100. 
El Estado, en el sistema de la Ley impugnada, no dejaba 
de intervenir en la concesión de las autorizaciones, esto 
es, en el control de las excepciones. Por ello, cuando, eli-
minada la Comisión mixta, y atribuida la competencia de 
autorización a la Comunidad Autónoma, desaparece cual-
quier control del Estado en el ejercicio de esa autoriza-
ción, este Tribunal, además de reconocer la competencia 
autonómica, debería también de haber reconocido, para 
no debilitar al Estado en su función de tutela de los intere-
ses generales, en este caso de tutela de la preservación de 
unos parques que son «nacionales» y no exactamente 
autonómicos, la competencia estatal necesaria para pro-
mover el correcto ejercicio de la actividad autorizatoria, al 

objeto de que por la vía de las excepciones no se desvir-
túe la finalidad que pretende la prohibición general esta-
blecida. Y esa competencia estatal no puede ser otra que 
la que se articula a través de las normas básicas: cuando 
el Estado, que es el competente para establecer en los 
parques nacionales un sistema de prohibiciones y excep-
ciones, no puede intervenir en el control de estas últimas, 
es lógico que la norma básica tenga capacidad para regu-
lar más estrictamente las condiciones en que tales excep-
ciones puedan producirse. De ahí que la Sentencia 
debiera de haber reconocido expresamente que, a través 
de la normativa básica, el Estado puede establecer, ade-
más de las condiciones sustantivas previstas en la norma 
que examinamos, cualesquiera otras condiciones, inclui-
das, en su caso, las procedimentales ex art 149.1.18 CE, 
que estime indispensables para la preservación de los 
parques, y a las que habrá de sujetarse la Comunidad 
Autónoma en el ejercicio de la potestad de autorización.

Como tal reconocimiento no se hace en la Sentencia, 
podría interpretarse que este Tribunal entiende que el 
Estado agotó su competencia básica estableciendo única-
mente la condición sustantiva de las autorizaciones pre-
vista en la norma, esto es, la exigencia de que las excep-
ciones sean «necesarias» para la gestión «adecuada», 
conceptos jurídicos indeterminados que dejan un amplio 
margen de apreciación a la Administración autonómica, 
aunque no impidan, claro está, su control jurisdiccional 
en vía contencioso-administrativa o, incluso, ante este 
Tribunal mediante un conflicto de competencia por des-
virtuación de la norma básica. Pero que exista control 
jurisdiccional no es suficiente razón para eliminar el pro-
blema, puesto que un eficaz sistema de distribución terri-
torial de competencias no debe fomentar los conflictos, 
sino evitarlos.

En definitiva, si el Estado no interviene en la conce-
sión de las autorizaciones, intervención que era una de 
los presupuestos de la norma que ahora declaramos 
inconstitucional, este Tribunal, que ha de tutelar de igual 
manera las competencias de las Comunidades Autóno-
mas que las del Estado, debía de haber reconocido, junto 
a la competencia de autorización de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, que es lo que ha hecho y estoy de 
acuerdo, la competencia normativa básica del Estado 
para adicionar otras condiciones, aparte de las sustanti-
vas ya previstas, a las que deba someterse la actividad 
ejecutiva autonómica de autorización. Por no haberse 
hecho así en la Sentencia es por lo que manifiesto respe-
tuosamente mi discrepancia mediante el presente Voto 
particular concurrente.

Madrid, a seis de abril de dos mil cinco.–Manuel 
Aragón Reyes.–Firmado y rubricado. 
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Cuestión de inconstitucionalidad 1410-2000. 
Planteada por la Audiencia Provincial de Sevilla 
en relación con el apartado uno de la disposi-
ción adicional decimoctava de la Ley 46/1985, 
de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1986. 

Supuesta vulneración de los límites materiales 
a las leyes de presupuestos y del principio de 
seguridad jurídica: STC 34/2005.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, don Vicente Conde Martín de 
Hijas, don Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, 
don Roberto García-Calvo y Montiel, don Eugeni Gay 
Montalvo, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Ramón 



74 Martes 10 mayo 2005 BOE núm. 111 Suplemento

Rodríguez Arribas, don Pascual Sala Sánchez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1410-2000 
planteada por la Sección Séptima de la Audiencia Provin-
cial de Sevilla, en relación con el apartado uno de la dis-
posición adicional decimoctava de la Ley 46/1985, de 27 
de diciembre, de presupuestos generales del Estado para 
1986. Han comparecido el Fiscal General del Estado y el 
Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Manuel Aragón Reyes, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 13 de marzo de 2000 tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal Constitucional un escrito remi-
tido por el Presidente de la Sección Séptima de la Audien-
cia Provincial de Sevilla, junto con testimonio de autos de 
recurso de apelación núm. 307/98 interpuesto contra Sen-
tencia de 21 de febrero de 1998 dictada por el Juez de lo 
Penal núm. 2 de Sevilla en el procedimiento abreviado 
núm. 106/97, dimanante del procedimiento abreviado 
núm. 590/96 del Juzgado de Instrucción núm. 8 de Sevilla, 
así como el Auto de dicha Sección Séptima de 9 de julio 
de 1999 por el que, con suspensión de plazo para dictar 
sentencia en la causa, se plantea cuestión de inconstitu-
cionalidad sobre la disposición adicional decimoctava, 
apartado 1, de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de pre-
supuestos generales del Estado para 1986, en cuanto 
pudiera ser contraria a los arts. 9.3, 66.2 y 134.2 CE.

2. Los antecedentes de hecho del planteamiento de 
tal cuestión son los siguientes:

a) Don José Jesús Acosta Parra, don Bernardo 
Claros Romero, don José Rivera Páez, don Ramón Laza 
Aragón, don Manuel Fuentes Leco y don Pedro Reina 
Rodríguez fueron imputados, en procedimiento abre-
viado núm. 90/96 incoado ante el Juzgado de Instruc-
ción núm. 2 de Sevilla, por delito de contrabando, en 
relación con la posesión y puesta en circulación en 
Sevilla, durante el segundo semestre de 1994 y todo el 
año 1995, de soportes de rifas o sorteos no autoriza-
dos. El Ministerio Fiscal calificó provisionalmente los 
hechos como constitutivos de un delito de contra-
bando de los previstos y penados en los arts. 1.1.4 
(«géneros prohibidos»), 1.2, 2.1, 3.2 b), 3.4 y 5 de la 
Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, en relación con la 
disposición adicional decimoctava de la Ley 46/1985, 
de 27 de diciembre, de presupuestos generales del 
Estado para 1986. La acusación particular (la Junta 
de Andalucía) los calificó provisionalmente como 
constitutivos de un delito de contrabando, en su 
modalidad de «géneros estancados» del art. 1.1.3 de la 
citada Ley Orgánica, y alternativamente como el 
Ministerio Fiscal.

b) En el acto del juicio oral ante el Juzgado de lo 
Penal núm. 2 de Sevilla, mientras que el Ministerio Fiscal 
mantuvo su calificación de los hechos en el sentido de 
incluidos en el apartado 4 («géneros prohibidos») del
art. 1.1 de la Ley Orgánica 7/1982, aunque añadiendo 
como alternativa la calificación correspondiente a su 
apartado 3 («géneros estancados»), la acusación particu-
lar elevó a definitivas sus conclusiones provisionales.

c) Por Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 2 de 
Sevilla de 21 de febrero de 1998, aclarada por Auto de 25 de 
mayo de 1998, los acusados fueron condenados, como 
autores criminalmente responsables de un «delito conti-
nuado de contrabando previsto y sancionado en los artícu-
los 1, 1.3, 2.1, 2.3, 3.1, 4, 5 y 11 de la L.O. 7/82, en relación 
con la Disposición Adicional Decimoctava de la Ley 46/1985 
de Presupuestos Generales del Estado, de 27-XII-1985
(Ley 46/85) y artículo 69 bis del Código Penal», sin la con-
currencia de circunstancias modificativas de la responsa-
bilidad criminal, a las penas de tres meses de arresto 
mayor, accesorias de suspensión de cargo público y dere-
cho de sufragio durante la condena y multa de seiscientos 
millones de pesetas, con treinta días de arresto sustituto-
rio en caso de impago, y costas, incluidas las de la acusa-
ción particular; decretándose asimismo el comiso de los 
útiles intervenidos a aquéllos.

Se declararon como hechos probados que en Sevi-
lla, durante el segundo semestre de 1994 y durante 
todo el año 1995, don José Jesús Acosta Parra, don Ber-
nardo Claros Romero, don José Rivera Páez, don 
Ramón Laza Aragón y don Manuel Fuentes Leco se 
vinieron dedicando de forma estable y careciendo de 
cualquier autorización administrativa para ello a la 
organización de una rifa clandestina que imitaba en su 
forma y cuantía al llamado «juego del cupón» de la 
ONCE, sirviéndose para ello de vendedores interme-
dios, sin constar, sin embargo, el número de boletos 
vendidos por los acusados o ganancias obtenidas por 
los mismos, ni tampoco los premios repartidos ni si 
alguno de éstos dejó de ser abonado. Mientras que, en 
el tiempo indicado, el también acusado don Pedro 
Reina Rodríguez fue quien, en connivencia con los ante-
riores, se dedicó a la fabricación de las planchas preci-
sas y a la elaboración material y periódica de los bole-
tos. Calculándose que el importe de la deuda tributaria 
generada y no satisfecha, el 35 por 100 del importe de 
los boletos ofrecidos, ascendió a 196.560.000 pesetas.

d) Recurrida en apelación la anterior Sentencia por 
los condenados, la Sección Séptima de la Audiencia 
Provincial de Sevilla a la que fue remitida la causa 
acordó por providencia de 17 de mayo de 1999, y visto 
que la Sentencia condenatoria de instancia se funda-
menta en la disposición adicional decimoctava de la Ley 
16/1985, de 27 de diciembre, de presupuestos generales 
del Estado, oír al Ministerio Fiscal, a la acusación parti-
cular y a la defensa de los acusados para que, en plazo 
común e improrrogable de diez días, formulasen alega-
ciones sobre la pertinencia de plantear cuestión de 
inconstitucionalidad relativa a dicha disposición adicio-
nal, por si la considerasen contraria a los arts. 9.3, 66.2 
y 134.2 CE, el primero de ellos en cuanto garantiza la 
seguridad jurídica y los dos últimos en cuanto delimitan 
la función y el contenido normativo por razón de la 
materia de las leyes de presupuestos.

El Ministerio Fiscal se opuso al planteamiento de la 
cuestión por no ser aplicable la norma cuestionada, al ser 
calificables y haber sido calificados los hechos como con-
trabando de géneros estancados; por no ser relevante 
dicha norma, al poderse integrar la norma en blanco del 
art. 1.1.4 de la Ley Orgánica 7/1982, sin acudir a la norma 
cuestionada, con lo dispuesto en el art. 6.2 de la Ley del 
Parlamento andaluz 2/1986; por no existir contradicción 
entre dicha norma y el principio de seguridad jurídica, al 
contener la misma una más que suficiente enumeración y 
concreción de los efectos prohibidos, en los que encajan 
perfectamente los intervenidos en la causa penal de que 
se trata; y por encajar la disposición adicional decimoc-
tava cuestionada en el «contenido eventual» de las leyes 
de presupuestos, sin formar parte del «contenido prohi-
bido» a las mismas, conforme a la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional.
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El Letrado de la Junta de Andalucía se opuso asi-
mismo al planteamiento de la cuestión, al entender cons-
titucionalmente legítima, conforme a la doctrina del Tribu-
nal Constitucional, la utilización en este caso de una ley 
de presupuestos por la relación de la norma cuestionada 
con el monopolio fiscal del Estado en materia de loterías 
y con los ingresos públicos derivados del mismo; por no 
constar restricción alguna del debate parlamentario en la 
tramitación de la norma; por no infringirse la seguridad 
jurídica, puesto que se trata de una norma cierta, precisa 
y formalmente publicada, sin plantearse interrogante 
alguno sobre su posible carácter retroactivo; y por no ser 
óbice para la corrección constitucional de la norma cues-
tionada su carácter esencialmente temporal; todo ello 
conforme a la jurisprudencia constitucional y de los Tribu-
nales ordinarios que citó en su escrito. Por su parte las 
defensas de tres de los acusados –Sres. Claros Romero, 
Reina Rodríguez y Fuentes Leco– formularon alegaciones 
favorables, con diversos argumentos, al planteamiento 
de la cuestión de inconstitucionalidad. En las actuaciones 
remitidas hay constancia de que a los acusados Sres. 
Acosta Parra y Laza Aragón sí se les notificó la providen-
cia iniciando el trámite del planteamiento de la cuestión 
de inconstitucionalidad, pero no de alegación alguna de 
los mismos al respecto.

3. En el Auto de planteamiento de la presente cues-
tión de inconstitucionalidad la Sala razona, en síntesis, en 
los términos siguientes:

La Sala comienza adelantando que considera que la 
disposición adicional octava de la Ley 46/1985 es o puede 
ser contraria a los arts. 66.2 y 134.2 CE, que delimitan la 
naturaleza y el contenido de las leyes de presupuestos, y 
en consecuencia al art. 9.3 CE, en cuanto consagra el prin-
cipio de seguridad jurídica. Y puesto que está fuera de 
discusión que se cumplen los requisitos para el plantea-
miento de la cuestión relativos al rango de ley de la norma 
cuestionada, y a que la cuestión se plantee una vez con-
cluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sen-
tencia, sólo sería menester efectuar un análisis más deta-
llado de los requisitos de aplicabilidad y relevancia.

En cuanto a la aplicabilidad, el problema decisivo 
sería el de dilucidar si los soportes materiales de los jue-
gos de azar no autorizados constituyen géneros estanca-
dos, subsumibles en el art. 1.1.3, en relación con el art. 3.1, 
de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, de contrabando, 
vigente en las fechas de autos, o bien se trata de géneros 
prohibidos, subsumibles en el art. 1.1.4, en relación con
el 3.2 b), de la misma Ley Orgánica. Sólo en este segundo 
caso sería menester la integración de la norma penal en 
blanco con la disposición cuya constitucionalidad se plan-
tea. Y si bien la Juez a quo opta por la calificación como 
géneros estancados, sigue integrando la Ley de contra-
bando con la disposición adicional decimoctava de la
Ley 46/1985, que define los soportes de juegos de azar 
como géneros prohibidos, y no como estancados.

El objeto material de la acción descrita en el relato 
fáctico de la Sentencia de instancia está constituido por 
géneros prohibidos y no estancados. La disposición adi-
cional decimoctava de la Ley 46/1985 se refiere inequívo-
camente a los prohibidos. Y habría sido superflua la inclu-
sión de dicha norma en la Ley 46/1985 si con anterioridad 
a ésta los soportes de juegos de azar no autorizados 
hubiesen tenido ya el carácter de géneros estancados. 
Siendo por otra parte la calificación como géneros estan-
cados conceptualmente incompatible con la de efectos 
que constituyan soporte de actividades ilícitas y exis-
tiendo una conexión entre estancación y monopolio que 
presupone la licitud de la actividad estancada. Sin que la 
calificación como géneros estancados pueda apoyarse en 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo, puesto que en 
ninguna de las dos ocasiones en que se habría hecho refe-
rencia a tal cuestión (SSTS de 14 de febrero y 8 de julio de 

1992) dicha calificación habría sido la ratio decidendi del 
fallo.

En cuanto al juicio de relevancia, de la validez de la 
norma cuestionada depende la integración de la ley penal 
aplicable al caso y, con ello, la absolución o condena de 
los acusados, no siendo sin embargo aplicable ni utiliza-
ble al efecto, frente a las alegaciones que al respecto for-
mula el Ministerio Fiscal, el art. 5.2 de la Ley de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía 2/1986, que no establece 
ninguna de las prohibiciones de importación, exporta-
ción, circulación, comercio, tenencia o producción a que 
el art. 1.1.4 de la Ley Orgánica 7/1982 se refería.

A la luz de la jurisprudencia constitucional acerca de 
las leyes de presupuestos que se cita (SSTC 27/1981, de 2 
de julio; 76/1992, de 14 de mayo; 178/1994, de 16 de junio, 
y 195/1994), el apartado Uno de la disposición adicional 
decimoctava de la Ley 46/1986, de presupuestos genera-
les del Estado para 1986, podría ser inconstitucional preci-
samente por estar contenido en una ley anual de presu-
puestos. Pues si bien dicha disposición afectaría de algún 
modo a la materia presupuestaria, en la medida en que la 
sanción penal refuerza la protección del monopolio fiscal 
en materia de loterías, la misma sería ante todo y sobre 
todo una norma de integración de un tipo penal en blanco, 
cuya relación con los ingresos públicos y la política eco-
nómica aparecería sólo de manera mediata e hipotética. 
La exclusiva y expresa vocación penalizadora del pre-
cepto cuestionado –se prosigue en el referido Auto– haría 
patente su carácter de norma general del régimen jurí-
dico, cuya incidencia en la ordenación del programa 
anual de ingresos y gastos sería sólo accidental y secun-
daria, y por ende insuficiente para justificar su inclusión 
en ley de presupuestos; norma esta última cuyo conte-
nido propio y su función constitucional resultarían desvir-
tuados por la incorporación de una norma propia del 
Derecho codificado, por sus notas de permanencia y 
generalidad y su contenido penal, frente al carácter con-
tingente, técnico y coyuntural del contenido eventual 
permisible en las leyes de presupuestos, con la sola 
excepción prevista en el art. 134.7 CE. En el caso objeto 
del planteamiento de la cuestión –se añade– la vulnera-
ción de la seguridad jurídica, entendida como certeza del 
Derecho, sería especialmente grave y evidente, en cuanto 
que la norma que atribuye una pena de prisión a una con-
ducta hasta entonces atípica aparecería, más que publi-
cada, ocultada en una de las numerosas e inextricables 
disposiciones adicionales de una ley de presupuestos. Y 
no siendo necesaria –se concluye– la inclusión en la Ley 
de presupuestos generales del Estado para 1986 de su 
Disposición adicional decimoctava, regulando ésta una 
materia que no tiene un grado de vinculación suficiente
 –directa– con el contenido de tal clase de leyes, definido 
por el Tribunal Constitucional, y afectando tal inclusión a 
la seguridad jurídica, entendida como certeza del Dere-
cho, el precepto cuestionado es o puede ser contrario a la 
Constitución.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 28 de marzo de 2000, acordó admitir a trámite 
la presente cuestión de inconstitucionalidad, a la que 
correspondió el núm. 1410-2000, y dar traslado de las 
actuaciones recibidas, conforme establece el art. 37.2 
LOTC, al Congreso de los Diputados y al Senado, por con-
ducto de sus Presidentes, al Gobierno, por conducto del 
Ministerio de Justicia, y al Fiscal General del Estado para 
que, en el improrrogable plazo de quince días, pudieran 
personarse en el proceso y formular las alegaciones que 
estimaran convenientes, oír a dichas partes para que en el 
mismo plazo expusiesen lo que considerasen oportuno 
acerca de la acumulación de esta cuestión con la núm. 
2851/96, que ya tenía acumulada la núm. 2477/97, y pro-
puesta la acumulación de la núm. 3995/99, todas con el 
mismo objeto, así como publicar la incoación de la cues-
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tión en el «Boletín Oficial del Estado» (lo que se cumpli-
mentó en el BOE núm. 85, de 8 de abril de 2000).

5. Por escrito que tuvo su entrada en el Registro 
General de este Tribunal el 7 de abril de 2000 el Presidente 
del Congreso de los Diputados comunicó el Acuerdo de la 
Mesa de la Cámara de que, aun cuando dicha Cámara no 
se personaría en el procedimiento ni formularía alegacio-
nes, ponía a disposición del Tribunal las actuaciones de la 
misma que pudiera precisar, con remisión a la Dirección 
de Estudios y Documentación de la Secretaría General. 
Posteriormente, y por escrito que tuvo su entrada en este 
Tribunal el 25 de abril de 2000, la Presidenta del Senado 
comunicó el Acuerdo de la Mesa de dicha Cámara de dar 
por personada a la misma en este procedimiento y por 
ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 LOTC.

6. El Abogado del Estado, mediante escrito que tuvo 
su entrada el 14 de abril de 2000, destacó, en primer lugar, 
que la argumentación contenida en el Auto de plantea-
miento de la presente cuestión coincide con la expuesta en 
la cuestión núm. 3995/99, por lo que daba por reproducidas 
sus alegaciones en la citada cuestión, suplicando, en con-
secuencia, la total desestimación de la presente, así como 
su acumulación a las núms. 2851/96 y 2477/97, por concu-
rrir las circunstancias previstas en el art. 83 LOTC. Todo ello 
con base en los razonamientos siguientes.

Señala como observación preliminar que la distinción 
entre «géneros prohibidos» y «géneros estancados» es 
un problema de legalidad ordinaria, ajeno, en principio, a 
esta jurisdicción constitucional. Dicho esto formula a con-
tinuación diversas consideraciones con relación a la posi-
ble infracción del art. 134 CE y de la doctrina de este Tribu-
nal Constitucional sobre el contenido de la ley de 
presupuestos señalada en el Auto de planteamiento. A tal 
efecto recuerda la discrepancia de la Abogacía del Estado 
respecto de tal doctrina. Pero argumenta que, incluso a 
partir de dicha doctrina (SSTC 76/1992, de 14 de mayo, FJ 
4; 236/1992, de 15 de diciembre, FJ 3; 83/1993, de 8
de marzo, FFJJ 4 y 5; 178/1994, de 16 de junio, FJ 5; 
195/1994, de 28 de junio, FFJJ 2 y 3; 16/1996, de 1 de 
febrero, FJ 6; 61/1997, de 20 de marzo, FJ 2.b; y, sobre todo, 
203/1998, de 15 de octubre, FJ 5; 131/1999, de 1 de julio,
FJ 3; 234/1999, de 16 de diciembre, FJ 4; y 32/2000, de 3 de 
febrero, FJ 5), sería defendible que la disposición adicio-
nal decimoctava, 1, de la Ley 46/1985 pudiera encuadrarse 
en el contenido eventual o posible de la ley de presupues-
tos, «pese a la vigorosa y bien trabada argumentación 
que en contra desarrolla el auto de planteamiento», 
puesto que tal disposición adicional tendría relación 
directa con los ingresos presupuestarios, al ser una 
norma protectora de la capacidad recaudatoria de un 
monopolio fiscal del Estado.

A continuación pasa el Abogado del Estado a reprodu-
cir algunas consideraciones acerca del monopolio fiscal 
de la lotería y su relación con el título competencial esta-
tal en materia de «Hacienda general» (art. 149.1.14 CE) 
efectuadas en la STC 163/1994, de 26 de mayo, FJ 5, para 
posteriormente afirmar que, frente a la consideración de 
la Sección promotora de la cuestión de que el precepto 
cuestionado es «ante todo y sobre todo una norma de 
integración de un tipo penal en blanco», precisamente su 
carácter extrapenal demostraría que nos hallaríamos ante 
una norma protectora de un monopolio fiscal, es decir, de 
una norma de hacienda general. De la prohibición conte-
nida en el apartado 1 cuestionado, así como de los aparta-
dos 2 –«exclusión del ámbito prohibido»– y 3 de la refe-
rida disposición transitoria decimoctava, resultaría una 
norma compleja con finalidad de defensa del monopolio 
fiscal del Estado y de deslinde del ámbito de lo lícito y lo 
ilícito, no sólo a efectos de represión penal. Cobrando 
relevancia penal el apartado Uno cuestionado no por sí 
mismo, sino en cuanto reclamado por los auténticos pre-
ceptos penales de la ley represora del contrabando.

Tampoco –prosigue el Abogado del Estado– podría 
afirmarse que el apartado cuestionado sea una «norma 
propia del Derecho codificado», puesto que aun care-
ciendo esta expresión de sentido unívoco, el Derecho 
codificado en materia penal habría de buscarse no en las 
leyes penales especiales, como la de represión del contra-
bando, sino en el Código penal. Quedando de cualquier 
modo fuera del Derecho penal, codificado o no, una 
norma extrapenal por su propia naturaleza.

Por último –concluye el Abogado del Estado–, no 
podría, si no es con un cierto grado de exageración, califi-
carse como una norma «más que publicada ocultada» un 
precepto de una ley regularmente publicada en el perió-
dico oficial del Estado; puesto que, por muy generalizada 
que esté, la falta de examen atento del contenido de una 
ley no podría transmutarse en vicio de la norma determi-
nante de su inconstitucionalidad y nulidad. Y un atentado 
contra la claridad normativa no constituiría un vicio de 
inconstitucionalidad hasta que alcanzase una muy supe-
rior intensidad que la producida en el precepto cuestio-
nado, lo que sólo ocurriría cuando la falta de claridad 
engendrase tal incertidumbre acerca de la conducta exigi-
ble o sobre sus posibles efectos que resultase racional-
mente insuperable: sólo entonces cabría hablar de vulne-
ración del principio constitucional de seguridad jurídica 
(art. 9.3 CE), conforme a la doctrina de las SSTC 150/1990, 
de 4 de octubre, FJ 8; 142/1993, de 22 de abril, FJ 4; 
212/1996, de 19 de diciembre, FJ 15; ó 225/1998, de 28 de 
noviembre, FJ 2.A.

Dicho todo lo que antecede concluye el Abogado del 
Estado solicitando la desestimación total de la cuestión. 
Además, y puesto que concurrirían las circunstancias pre-
vistas en el art. 83 LOTC, solicita también la acumulación 
de la cuestión a las que llevan los núms. 2851/96 y 2477/97.

7. El Fiscal General del Estado, por escrito presen-
tado el 28 de abril de 2000, señaló, en primer lugar, que 
pendían ante el Pleno del Tribunal Constitucional las cues-
tiones acumuladas núms. 2851/96 (suscitada por la 
Audiencia Provincial de Zaragoza), 2477/97 (suscitada por 
la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Sevilla) y 
3995/99 (planteada por la Sección Séptima de la Audien-
cia Provincial de Sevilla). Posteriormente subrayó que la 
presente cuestión coincide parcialmente con la núm. 
2851/96 –en cuanto a las normas constitucionales cita-
das– y plenamente con las 2477/97 y 3995/99. Finalmente 
interesó que se tuviesen por reproducidas sus alegacio-
nes respecto de la cuestión 2477/97, así como por intere-
sada, habida cuenta de la identidad de objetos, la acumu-
lación de la presente a la 2851/96, ya acumulada a las 
otras dos anteriores.

8. Sobre las solicitudes de acumulación no se pro-
veyó por este Tribunal.

9. Por providencia de 5 de abril de 2005 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 6 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

Único. La Sección Séptima de la Audiencia Provin-
cial de Sevilla cuestiona en el presente proceso constitu-
cional el apartado uno de la disposición adicional deci-
moctava de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de 
presupuestos generales del Estado para 1986, por su pre-
sunta vulneración del principio de seguridad jurídica (art. 
9.3 CE) y de los límites al contenido de la Ley de presu-
puestos generales del Estado (arts. 66.2 y 134.2 CE).

Una cuestión idéntica a la planteada ha sido resuelta 
recientemente en la STC 34/2005, de 17 de febrero, en el 
sentido de entender que el apartado uno de la disposición 
adicional decimoctava de la Ley 46/1985, de 27 de diciem-
bre, no contradice los citados preceptos constitucionales. 
En efecto, en primer lugar, y aun cuando en el supuesto 
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que ahora nos ocupa no se invoque por el órgano judicial 
la lesión de la reserva de ley orgánica prevista en el
art. 81.1 CE, debe precisarse que el precepto cuestionado 
no vulnera el art. 81.1 CE, al cumplir la Ley Orgáni-
ca 7/1982, de 13 de julio, de contrabando, los requisitos 
que venimos exigiendo para las llamadas «leyes penales 
en blanco», a saber: que el reenvío normativo exista de 
forma expresa [lo que tiene lugar en los arts. 1.1.4, 3.2.b)
y 3.3 de la citada Ley Orgánica 7/1982]; que el reenvío esté 
justificado en razón del bien jurídico protegido por la 
norma penal, que en el caso analizado se concreta en el 
interés del Estado en la recaudación de los ingresos de 
carácter tributario que de las autorizaciones del juego 
derivan; y que la norma orgánica remitente contenga, 
además de la pena, el núcleo esencial de la prohibición, 
como así ocurre, pues la Ley Orgánica 7/1982 no sólo 
determina la pena aplicable al delito de contrabando en 
su art. 2 (prisión menor y multa del tanto al duplo), sino 
que concreta la conducta delictiva de forma detallada en 
los arts. 1.1, 1.4 y 32.b) (STC 34/2005, FJ 3).

En segundo lugar, la disposición cuestionada tam-
poco vulnera ni la potestad de las Cortes Generales para 
aprobar los presupuestos generales del Estado (art. 66.2 
CE) ni el límite material que para la Ley de presupuestos 
establece el art. 134.2 CE, al existir una estrecha relación 
de la norma cuestionada con la previsión de ingresos 
para un ejercicio económico, dado que «al ser una norma 
protectora de los derechos económicos de la hacienda 
pública, no sólo está al servicio de una mayor efectividad 
en el cobro de los créditos de ésta, lo que comporta un 
efecto evidente e inmediato, real y no meramente circuns-
tancial, en los ingresos del Estado, sino que, además, 
representa una medida de política económico-social del 
Gobierno tendente a la regulación del juego, por lo que se 
justifica sobradamente su inclusión en el contenido even-
tual de la Ley de presupuestos» (STC 34/2005, FJ 4).

Finalmente debe rechazarse asimismo que la disposi-
ción adicional decimoctava de la Ley 46/1985 vulnere el 
principio de seguridad jurídica proclamado en el art. 9.3 
CE, dado que, de un lado, «toda norma incluida en el con-
tenido eventual o disponible del instrumento presupues-
tario tiene, en principio, una vigencia indefinida, salvo 
disposición expresa de la Ley en sentido contrario» (STC 
34/2005, FJ 5); y, de otro lado, es evidente que el art. 3.3 de 
la Ley Orgánica 7/1982 no establece condicionantes al 
tiempo durante el cual una determinada prohibición 
pudiera permanecer vigente, «lo que implica que si la 
norma que determina el carácter prohibido de un género 
no establece un plazo concreto para la prohibición la 
misma ha de entenderse indefinida» (STC 34/2005, FJ 5).

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Desestimar la presente cuestión de inconstitucionalidad.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a seis de abril de dos mil cinco.–María 
Emilia Casas Baamonde.–Guillermo Jiménez Sánchez.–
Vicente Conde Martín de Hijas.–Javier Delgado Barrio.–
Elisa Pérez Vera.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Eugeni 
Gay Montalvo.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Manuel Aragón 
Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 

 7525 Pleno. Sentencia 83/2005, de 7 de abril de 2005. 
Cuestión de inconstitucionalidad 506/1998. 
Planteada por el Tribunal Superior de Justicia 
de Navarra sobre la Ley Foral 17/1994, que 
regulariza la aplicación del sistema retributivo 
instaurado por el estatuto del personal al servi-
cio de las Administraciones públicas de Navarra. 

Supuesta vulneración de los principios de irre-
troactividad de las leyes, de seguridad jurídica y 
de autonomía local; competencias sobre legis-
lación procesal y procedimiento administrativo 
común: reintegro de cantidades percibidas por 
funcionarios municipales mientras se litigaba la 
cuantía del quinquenio extraordinario.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, Vicepresidente, don Vicente 
Conde Martín de Hijas, don Javier Delgado Barrio, doña 
Elisa Pérez Vera, don Roberto García-Calvo y Montiel, don 
Eugeni Gay Montalvo, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
don Ramón Rodríguez Arribas, don Pascual Sala Sánchez, 
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, 
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad planteada
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Navarra, registrada con el
núm. 506/98, sobre la posible inconstitucionalidad de la 
Ley Foral 17/1994, de 2 de noviembre, que regulariza la 
aplicación del sistema retributivo instaurado por el esta-
tuto del personal al servicio de las Administraciones 
públicas de Navarra y sus normas reglamentarias de 
desarrollo. Han comparecido el Parlamento y la Comuni-
dad Foral de Navarra, el Abogado del Estado y el Fiscal 
General del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado
don Javier Delgado Barrio, quien expresa el parecer del 
Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 9 de febrero de 1998 tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal escrito del Secretario de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Navarra al que se acompaña, junto con el tes-
timonio del correspondiente procedimiento, el Auto de 23 
de diciembre de 1997, por el que se plantea cuestión de 
inconstitucionalidad respecto de la Ley Foral 17/1994, de 2 
de noviembre, por posible vulneración de los arts. 9.3, 
117.3, 137, 140, 149.1.6 y 149.1.18 CE.

2. La cuestionada Ley Foral 17/1994 se dicta como 
consecuencia de una evolución legislativa que desem-
bocó en la promulgación de la Ley Foral 13/1983, de 30 de 
marzo, reguladora del estatuto del personal al servicio de 
las Administraciones públicas de Navarra y cuya aplica-
ción suscitó algunas dudas, de entre las cuales ahora 
importan las que se plantearon en relación con el llamado 
quinquenio extraordinario.

En lo que tienen de relevante, los datos pueden sinte-
tizarse así:

a) El quinquenio extraordinario se inserta en el sis-
tema retributivo de los funcionarios de la Comunidad 


